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Resumen
La suscripción de la Declaración del Milenio y la creación del Ministerio del
Ambiente denotan la importancia que el tema ambiental está adquiriendo en
el quehacer nacional peruano. Una manera en que los gobiernos subnacionales
pueden contribuir a “garantizar la sostenibilidad del medio ambiente” (Objetivo
7) es a través de la inversión pública en proyectos de conservación y mejora
del daño ambiental ocasionado. En ese sentido, esta investigación aborda las
siguientes interrogantes: ¿cuán importante es el tema ambiental para los
gobiernos subnacionales? y ¿qué factores estarían limitando la planificación e
implementación de inversiones en proyectos ambientales? Esta investigación
considera que los “proyectos ambientales” son una buena aproximación a la
importancia que los distintos niveles de gobierno dan al tema ambiental, ya
que su implementación es una manera de ejecutar las responsabilidades que
tienen por ley. Para ello, el primer paso de la investigación fue crear la definición
de “proyecto ambiental”, en el marco del Sistema Nacional de Inversión Pública.
En el proceso, las autoras desarrollaron cuatro definiciones utilizando diferentes
criterios según la forma como puede ser entendido el concepto “ambiental”.
Utilizando estas definiciones, se analizan algunas de las restricciones que
enfrentan este tipo de proyectos, como la metodología empleada para su
evaluación, los costos de los estudios de preinversión, el nivel de gobierno que
aprueba los estudios, entre otras variables de análisis. El estudio concluye que
los proyectos ambientales con una definición más estricta son los menos
priorizados por los gobiernos subnacionales y que algunos factores que podrían
explicar esta diferencia tienen que ver con los mayores costos y las dificultades
metodológicas asociadas a estos proyectos. No obstante, estas razones requieren
mayor investigación y son el objetivo de una futura investigación.
1. Para la elaboración de este artículo, se contó con el apoyo de Mónica Muñoz Nájar en una de las fases
de elaboración de la base de datos.
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Abstract
The creation of a Ministry of the Environment and the actions to achieve the
Millennium Development Goals show the importance that the environmental
issue has in the national agenda. In particular, a way in which the local and
regional governments can contribute to “ensure environmental sustainability”
(Goal 7 of the MDGs), is the public investment in environmental matters.
Therefore, the research tries to answer these questions: (i) Are environmental
issues important for the local and regional governments?; (ii) Which barriers
are affecting the planning and implementation of environmental investments?
This paper considers the variable “environmental project” as a proxy for the
importance of the environmental topic, because its implementation is a way
to execute the environmental responsibilities that these levels of government
have by law. Due to an inexistent definition of “environmental project”, the
first step of the research was to set it using the framework of the National
System of Public Investment. The authors developed four definitions, considering
different criteria about how the concept of environment may be analyzed.
Using those definitions, the research analyses some restrictions that this kind
of projects have, for instance, the methodology of evaluation, the budget of
the project, among others. The main results show that the narrower the
definition of environmental project, the less the possibility to be approved and
considered a priority. Also, the results show that these differences can be
explained by the applied methodology of evaluation procedure and the cost of
the studies of preinvestment. Nevertheless, these explanations require more
research and are the subject of a future paper.
Keywords: sustainable development, environment, natural resources, public
investment.




El establecimiento de los Objetivos del Desarrollo del Milenio (ODM) es un reconocimiento
explícito a la necesidad de implementar acciones que contribuyan a desarrollar adecuada-
mente la relación entre crecimiento, reducción de la pobreza y desarrollo sostenible. En
particular, el Objetivo 7 de los ODM señala que es necesario “garantizar la sostenibilidad
del medio ambiente”, para lo cual establece metas en aspectos como: (i) invertir la pérdida
de recursos del medio ambiente; (ii) reducir la pérdida de biodiversidad; (iii) incrementar el
acceso a agua potable y servicios de saneamiento; y (iv) mejorar las condiciones de vivien-
da en los tugurios (Naciones Unidas 2000). El Perú es un país suscriptor de la Declaración
del Milenio y, por tanto, la pregunta que surge es: ¿cuánto se está avanzando en términos
de la planificación de acciones concretas para contribuir a la sosteniblidad del ambiente?,
y, en particular, ¿qué factores podrían estar limitando la menor priorización o planifica-
ción de las inversiones ambientales a través de los proyectos de inversión pública?
La reciente creación del Ministerio del Ambiente – Minam (D.L. 1013, 2008) denota la
importancia que el tema ambiental está adquiriendo en el quehacer nacional2, pero no es
el primer esfuerzo nacional por implementar acciones que permitan que la población cuente
con un ambiente adecuado para su desarrollo. Ya en 1990, se aprobó en el Perú el Código
del Medio Ambiente y los Recursos Naturales (D.L. 913) y en 1994 se creó el Consejo
Nacional del Ambiente (Conam) como la autoridad ambiental nacional –actualmente se
ha fusionado al Minam–, que tenía como objetivos: (i) promover la conservación del am-
biente con el propósito de coadyuvar al desarrollo integral de la persona humana sobre la
base de garantizarle una adecuada calidad de vida; y (ii) propiciar el equilibrio entre el
desarrollo socioeconómico, el uso sostenible de los recursos naturales y la conservación
del ambiente.
De esta manera, el tema ambiental ha estado presente en el desarrollo de la gestión públi-
ca nacional, pero su implementación es aún reciente. Antes de la existencia del Ministerio
del Ambiente, el Conam, la Intendencia de Áreas Naturales Protegidas del Instituto Nacio-
nal de Recursos Naturales (Inrena) y otros organismos públicos (D.L. 1013)3, además de
instituciones de la sociedad civil y del mundo académico, han estado involucrados en el
2. No obstante, también es necesario mencionar que una de las condiciones para la implementación del
Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos era el impulso al desarrollo de políticas ambientales
específicas.
3. Por la Sexta Disposición Complementaria Final del D.L. 1013, el Senamhi, el Instituto Geofísico del Perú
(IGP), el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental (OEFA), el Servicio Nacional de Áreas
Naturales Protegidas (Sernarp) y el Instituto de Investigaciones de la Amazonía Peruana (IIAP), se
adscriben al Ministerio del Ambiente.
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tema y han buscado aportar para lograr mejores condiciones de vida en un ambiente
saludable para la población. Sin embargo, en muchos casos las instituciones de escala
nacional son vistas como entidades que facilitan el proceso de incorporación del tema
ambiental en la política pública pero que no lo implementan (UNEP 2007). Ello se debe
fundamentalmente a que su rol está concentrado en establecer y monitorear los objetivos
de mediano y largo plazo, considerando las prioridades de acción y legislación necesaria.
En esta lógica, para implementar la política ambiental se puede utilizar instrumentos como
las regulaciones de comando y control, los incentivos económicos para utilizar y/o crear
mercados, el desarrollo de relaciones público-privadas o la provisión directa por parte del
gobierno (UNEP 2007: 468). De manera directa, la descentralización de las funciones am-
bientales puede contribuir a la implementación de la política ambiental, dado que muchos
de los problemas ambientales son de índole local (UNEP 2007).
En este contexto, en el Perú, muchas de las funciones para promover la sostenibilidad
ambiental están asignadas a los gobiernos locales y gobiernos regionales, según la Ley de
Bases de la Descentralización (Ley 27783 del 2002). En particular, se señala que la descen-
tralización debe cumplir con los siguientes objetivos ambientales: (i) ordenamiento terri-
torial y del entorno ambiental, desde los enfoques de la sostenibilidad del desarrollo; (ii)
gestión sostenible de los recursos naturales y mejoramiento de la calidad ambiental; (iii)
coordinación y concertación interinstitucional y participación ciudadana en todos los ni-
veles del Sistema Nacional de Gestión Ambiental4.
De esta forma, los gobiernos regionales y locales tratan de cumplir sus objetivos mediante
la ejecución del Plan de Desarrollo Regional Concertado de mediano y largo plazo, así
como el Plan Anual y el Presupuesto Participativo Regional (Ley 27867, artículo 32°), todos
los cuales se hacen operativos, en parte, a través de proyectos de inversión pública. La
formulación y ejecución de dichos proyectos se rige, para el caso de los gobiernos regiona-
les y una gran parte de los gobiernos locales, por las directivas dadas por el Sistema Nacio-
nal de Inversión Pública (SNIP)5, el cual se creó con el objetivo de optimizar el uso de los
recursos públicos destinados a la inversión. El supuesto básico es que los proyectos que se
formulan y ejecutan en el marco del SNIP, se rigen por las prioridades que establecen los
planes estratégicos nacionales, sectoriales, regionales y locales (Ley 27293, artículo 4°).
4. El Sistema Nacional de Gestión Ambiental tiene a su cargo la integración funcional y territorial de la
política, las normas y los instrumentos de gestión, así como las funciones públicas y relaciones de
coordinación de las instituciones del Estado y de la sociedad civil, en materia ambiental (Ley General
del Ambiente, Ley 28611 del 2005).
5. Creado por la Ley 27293 y sus modificatorias: Ley 28802 y Ley 28522.
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Ante esto, surge la pregunta sobre la manera como los gobiernos locales y regionales
están planificando acciones concretas para cumplir con los mandatos que en materia
ambiental tienen desde la normativa nacional. En otras palabras, se cuestiona la impor-
tancia que los gobiernos subnacionales le otorgan al tema ambiental, considerando la
relevancia que tiene el desarrollo sostenible. Asimismo, surgen cuestionamientos sobre
los factores que podrían estar limitando la menor priorización o planificación de las
inversiones ambientales.
Una hipótesis es que aun cuando los mandatos sobre materia ambiental son claros y espe-
cíficos y es claro para los gobiernos subnacionales que es necesario contribuir al desarrollo
sostenible, las prioridades en términos socioeconómicos para los gobiernos locales y regio-
nales, además de otra serie de factores, pueden estar primando en las decisiones de inver-
sión de los gobiernos locales.
El objetivo de esta investigación es analizar, sobre la base de un análisis cuantitativo de
carácter descriptivo, el interés y la importancia que los gobiernos locales y regionales
han dado al proceso de planificación de proyectos ambientales en los últimos años,
considerando la importancia de los mismos en la planificación de la inversión pública.
Para ello, se emplea información de los proyectos registrados en el Banco de Proyectos
del SNIP, a partir de la cual se obtiene una aproximación del interés y esquema de
planificación de los gobiernos regionales y locales en materia ambiental, ya que para
que un proyecto pueda ser ejecutado por la administración regional y/o local, debe con-
tar con una declaración de viabilidad por parte de la respectiva unidad evaluadora6. Para
el estudio se crearon varias definiciones para el concepto de “proyecto ambiental”, con
el objetivo de identificar cuán importantes son estos proyectos para los gobiernos
subnacionales.
La importancia de este estudio radica en que es un primer esfuerzo por analizar, desde un
punto de vista cuantitativo, el tema ambiental en el marco de la inversión pública nacio-
nal, en un contexto en el cual se requieren de esfuerzos para implementar políticas para
contribuir al desarrollo sostenible. En particular, el proponer distintas definiciones de “pro-
yecto ambiental” constituye parte de los aportes de esta investigación.
6. Un proyecto debe contar con una declaración de viabilidad para pasar a la fase de inversión. La viabi-
lidad corresponde cuando en la evaluación de los estudios de preinversión se ha evidenciado que el
proyecto es socialmente rentable, sostenible y compatible con los lineamientos de política sectorial
(artículo 10° del Reglamento del SNIP, D.S. 102-2007-EF) y de la autoridad local, regional y/o nacional
correspondiente.
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El documento se divide en cuatro secciones: en la primera se presenta el marco conceptual y
normativo relacionado con la inversión pública en temas ambientales; en la segunda, se descri-
be la metodología utilizada para analizar la planificación y priorización de proyectos ambienta-
les en la inversión nacional; en la tercera, se presentan los resultados cuantitativos obteni-
dos; y, por último, en la cuarta sección se presentan las conclusiones y recomendaciones.
1. MARCO CONCEPTUAL Y ASPECTOS NORMATIVOS
Lo ambiental como base para el desarrollo sostenible
La importancia del ambiente en las condiciones de vida de la población radica en que
todas las actividades humanas, incluyendo las económicas, se desenvuelven en el “am-
biente”. De esta forma, en un modelo simple de relación entre consumidores y productores,
se observa la necesidad de interrelacionar las actividades de consumo y producción con los
recursos existentes en los países, es decir, en el ambiente natural.
Gráfico 1
Relación entre las actividades económicas, el ambiente y el rol del Estado
Fuente: adaptado de Field (1999).
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De esta forma, los productores utilizan insumos y/o materias primas para brindar bienes y
servicios que son adquiridos o aprovechados por los consumidores. El proceso productivo o
de provisión del servicio y su consumo, generan residuos que pueden tener dos destinos: (i)
pueden ser reciclados y, por tanto, pueden ingresar nuevamente al proceso productivo; o
(ii) pueden ser desechados7 y, por tanto, liberados al medio ambiente. En cualquiera de los
casos, la relación consumo – producción se realiza en un ambiente natural, que está con-
formado por el ambiente y los recursos naturales existentes.
Es así que el ambiente cumple diversas funciones: además de proporcionar recursos o
asimilar desechos, el ambiente provee servicios que constituyen una fuente directa de
bienestar, y, entre otras funciones, cumple aquellas vinculadas a procesos naturales que
mantienen el funcionamiento de la biosfera. Estos incluyen funciones tales como el man-
tenimiento de la diversidad genética (la variedad de especies diferentes), la estabilización
de los ecosistemas, el mantenimiento de la composición de la atmósfera y la regulación del
clima (Jacobs 1995: 38-9).
Dado el importante rol del ambiente en las actividades del hombre, es socialmente desea-
ble contar con un entorno saludable, es decir, con niveles de contaminación8 que no pon-
gan en peligro la vida del hombre ni las actividades que en este medio se realizan, y, que,
por ende, no generen una pérdida de bienestar. Sin embargo, la ausencia de un mercado de
bienes y servicios ambientales9 favorece un uso excesivo o inadecuado de estos, ya que las
decisiones de los agentes no contemplan el costo que generan sus acciones para la socie-
dad10 y, por tanto, su impacto en el bienestar. Es por ello que en cuanto al uso del ambiente,
se presenta lo que se define como una «falla de mercado», ante la cual la intervención del
gobierno es justificable (Pearce y Turner 1990: 11).
7. Con un mayor o menor grado de dificultad de absorción por el medio ambiente.
8. La contaminación se produce debido a que la absorción de los desechos es menor a la producción de los
mismos, y se generan efectos nocivos para los organismos vivos (Jacobs 1995: 45).
9. Por ejemplo, no existe un mercado por aire limpio, y los mecanismos para reducir emisiones de gases
contaminantes, a partir del Protocolo de Kyoto, no son utilizados en todos los países del mundo, ya que
se encuentran en una fase inicial de desarrollo.
10. Al efecto que generan las decisiones de un agente económico sobre otros agentes se lo denomina
«externalidad». En Galarza (2004: 73) se define la «externalidad» como «aquella acción externa a las
decisiones de los individuos o de las empresas que afecta el comportamiento de estas». Asimismo, esta
puede ser negativa, al generar mayores costos al agente afectado, o positiva, al favorecerlo con bene-
ficios adicionales.
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El Estado debe intervenir para regular el uso del ambiente y los recursos naturales11 a
través de: una correcta asignación de derechos de propiedad12, el uso de tasas impositivas
al agente contaminante para lograr niveles óptimos de contaminación13, permisos nego-
ciables14, la provisión directa del bien ambiental por parte del Estado, entre otros esque-
mas posibles15. Sin embargo, en muchos casos la intervención del Estado no ha dado los
resultados esperados y el daño ambiental ha llegado a niveles que muchos especialistas
consideran como irreversibles.
Algunos ejemplos que dan cuenta de los efectos producidos por el daño ambiental tienen
que ver con la pérdida de suelos por erosión y desertificación, con un efecto desastroso
para la producción de alimentos (Brown y Young 1990); la disminución de la productividad
de las tierras; la pérdida de bosques tropicales (dada su importancia como reserva genética,
las funciones ecosistémicas que cumplen –como, por ejemplo, el almacenamiento de car-
bono–, etc.); el cambio climático16, entre otros.
En relación con los impactos en el ambiente y los recursos naturales por el uso excesivo
que realiza el hombre, ya Meadows, Meadows y Randers (1972) indicaban que si se man-
tenía el crecimiento de la población mundial, el proceso de industrialización, la contami-
nación ambiental, la producción de alimentos y el agotamiento de los recursos, el planeta
11. Es conveniente citar a Barrantes (1993: 9) para una mejor comprensión de las diferencias entre «am-
biente» y «recursos naturales»: «Por lo general, se discuten conjuntamente los problemas económicos
del medio ambiente y de los recursos naturales. Aun cuando la distinción pueda ser muy tenue y
considerada artificial por muchos, la principal diferencia es que el medio ambiente y sus servicios no
tienen un mercado definido, mientras que los recursos naturales sí lo tendrían. Así, el problema econó-
mico con el medio ambiente sería, por un lado, el de elucidar las preferencias de los consumidores y su
concomitante deseo de pagar por determinadas calidades del medio ambiente y, por otro lado, evaluar
la eficiencia de los marcos regulatorios propuestos. Por el contrario, el problema económico de los
recursos naturales seña [sic] el de determinar el más eficiente patrón de explotación en el tiempo».
12. La redefinición de la estructura de derechos de propiedad fue propuesta por Coase (1960).
13. Pigou (1920) propuso la aplicación de un impuesto con el propósito de lograr que el agente contami-
nante internalice los costos que genera a la sociedad (la externalidad asociada), con lo cual el costo
privado y el costo social tenderían a ser iguales.
14. Dales (1968) propuso la existencia de permisos por emisiones de contaminación, los cuales podrían ser
vendidos y comprados, así como regulados por una debida autoridad.
15. Galarza (2004: 88) sintetiza las diferentes modalidades de intervención por parte del Estado en cuatro
tipos: (i) persuasión moral (acciones no reglamentadas orientadas a influir en la conducta de los agen-
tes); (ii) producción directa de la calidad ambiental (acciones concretas); (iii) regulaciones de comando
y control (establecimiento de reglas que ejercen control directo sobre la producción y el consumo); e
(iv) incentivos económicos (impuestos, subsidios, cuotas individuales, etcétera).
16. En el Informe del Grupo de Trabajo I del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre Cambio Climático
(Intergovernmental Panel on Climate Change [IPCC] 2007) se menciona que las concentraciones de
gases de efecto invernadero (dióxido de carbono, metano y dióxido nitroso) se han venido incrementando
desde 1750, básicamente debido al uso de combustibles fósiles y a cambios en el uso del suelo.
35
Apuntes 63
alcanzaría los límites de su crecimiento en el año 2000, y se reduciría el bienestar a la
población en general.
Pese a que estas sombrías afirmaciones no se cumplieron, sí motivaron una discusión
pública internacional sobre la importancia del ambiente y la necesidad de tomar acciones
concretas para su conservación. De esta manera, durante la Conferencia de las Naciones
Unidas sobre el Desarrollo del Medio Ambiente Humano, realizada en Estocolmo, Suecia,
en 1972, se aprobó la Declaración de Estocolmo con veintiséis principios que buscaban
guiar las acciones para preservar y mejorar las condiciones del ambiente.
En particular, se puede destacar algunos principios que señalan la responsabilidad de los
países en términos del manejo del ambiente y los recursos naturales:
Principio 2. Los recursos naturales de la Tierra, incluidos el aire, el agua, la tierra, la
flora y la fauna y especialmente muestras representativas de los ecosistemas natura-
les, deben preservarse en beneficio de las generaciones presentes y futuras mediante
una cuidadosa planificación u ordenación, según convenga.
Principio 13. A fin de lograr una más racional ordenación de los recursos y mejorar así
las condiciones ambientales, los Estados deberían adoptar un enfoque integrado y
coordinado de la planificación de su desarrollo de modo que quede asegurada la
compatibilidad del desarrollo con la necesidad de proteger y mejorar el medio huma-
no en beneficio de su población.
Principio 14. La planificación racional constituye un instrumento indispensable para
conciliar las diferencias que puedan surgir entre las exigencias del desarrollo y la
necesidad de proteger y mejorar el medio.
Principio 17. Debe confiarse a las instituciones nacionales competentes la tarea de
planificar, administrar o controlar la utilización de los recursos ambientales de los
Estados con miras a mejorar la calidad del medio.
Fuente: Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA 2008).
De manera específica, se señala que los países están obligados a establecer instituciones
competentes que se encarguen de planificar, administrar y controlar la utilización de los
recursos ambientales.
Posteriormente, una serie de acontecimientos ratificaron la necesidad de tomar acciones
concretas para preservar y mejorar la calidad ambiental, así como revertir el daño genera-
do, con miras a contribuir al desarrollo sostenible de las naciones. Entre estos aconteci-
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mientos destacaron: el Informe de la Comisión Brundtland, que define al desarrollo soste-
nible como la capacidad de satisfacer las necesidades de las generaciones presentes sin
limitar las posibilidades de cubrir las necesidades de las generaciones futuras (Naciones
Unidas 1987: 24); la Cumbre de la Tierra, realizada en Brasil en 1992; y la Cumbre de la
Tierra II, realizada en Sudáfrica en el 2002.
En esta línea, Dixon, Fallon, Carpenter y Sherman (1994) señalan que ya existe conciencia
en los gobiernos sobre el potencial impacto negativo que puede tener la degradación del
ambiente y los recursos naturales en el desarrollo de largo plazo de los países. En ese
sentido, los países tratan de implementar medidas para que en los proyectos de desarrollo
se considere un uso racional de los recursos ambientales, además de la minimización de
los impactos negativos de dichos proyectos. En su propuesta, dichos autores señalan que
para ello se requiere mejorar lo que se denomina el «ciclo del proyecto», es decir, el proceso
de selección, diseño e implementación de proyectos.
En este contexto, la responsabilidad del Estado para la planificación y ejecución de accio-
nes para conservación y mejoramiento de las condiciones ambientales está distribuida en
los distintos niveles de gobierno. Es decir, estas entidades gubernamentales son responsa-
bles de planificar e implementar políticas y acciones concretas («proyectos») que contribu-
yan al desarrollo sostenible.
Sin embargo, existen una serie de elementos que pueden reducir la importancia que
tiene el tema ambiental en las decisiones de priorización y planificación de los gobier-
nos subnacionales. De manera específica, las prioridades de inversión asociadas a la
reducción de las condiciones de pobreza es la primera de ellas. A inicios de 1990, Grossman
y Krueger (1991) fueron los primeros en encontrar una relación en forma de «U inverti-
da» entre la emisión de contaminantes y los niveles de ingresos de los países. Este com-
portamiento, llamado la Curva de Kuznets Ambiental (EKC, por sus siglas en inglés)
explica que en las etapas iniciales del crecimiento (bajo nivel de ingreso) la calidad
ambiental disminuye, mientras que pasado cierto umbral, la calidad se incrementa. Esta
relación, que ha sido estudiada fundamentalmente mediante el análisis de variables de
deterioro ambiental, como la emisión de cierto tipo de contaminantes (por ejemplo, SO2,
NOx, CO2, entre otros; véase De Bruyn y Heintz 1999) y el nivel de ingreso de los países,
se explica porque lo «ambiental» se puede considerar un bien de lujo, es decir, su elasti-
cidad ingreso es mayor a 1 (De Bruyn y Heintz 1999) y, por tanto, a partir de cierto nivel
de ingreso, la disponibilidad a pagar por la calidad ambiental se incrementa en una
mayor proporción que el ingreso.
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La condición de «U invertida» para la relación entre calidad ambiental e ingreso ha sido
analizada y estudiada en términos teóricos (Arrow et al. 1995; Stern, Common y Barbier
1996; Suri y Chapman 1998) y empíricos (Panayotou 1993; Selden y Song 1994; Stern,
Common y Barbier 1996; Schmalensee 1998; Stern y Common 2001, entre otros), a pesar
de que aún no se ha llegado a un consenso sobre su validez (De Bruyn y Heintz 1999), lo
cual se puede explicar por limitaciones de información (series de datos para países y con-
taminantes), entre otras razones. Sin embargo, la lógica de la forma de «U invertida» tam-
bién podría aplicarse a la relación entre la inversión (planificación y ejecución) en temas
ambientales y las condiciones económicas de los gobiernos regionales y locales (Anavitarte
y Paiva 2008). En este contexto, se podría pensar que una razón por la cual los temas
ambientales no se encuentran priorizados en la planificación de inversiones de los gobier-
nos locales y regionales es que las condiciones de pobreza que tienen ocasionan que sus
prioridades de inversión estén dirigidas fundamentalmente a mejorar tales condiciones
(inversiones en salud, educación, transporte, entre otros).
De otro lado, el análisis de alternativas de proyectos de inversión implica el uso de
metodologías de evaluación como el análisis costo – beneficio o el análisis costo –
efectividad (Fuguitt y Wilcox 1999), que permitan elegir la alternativa que brinde los
mayores beneficios netos a la sociedad (Hanley 1999). La aplicación de estas metodologías
requiere de la valorización de los beneficios y costos relacionados a tal inversión. En el
caso particular de los proyectos ambientales, las dificultades asociadas a la estimación
de los beneficios ambientales, principalmente, ocasionan que se deba generar estudios
de valorización para obtener disponibilidades por pagar por calidad ambiental, los cua-
les tienden a ser muy costosos y difíciles de aplicar, dada las pocas capacidades desarro-
lladas para aplicar las distintas metodologías de valorización existentes (Boardman,
Greenberg, Vining y Weimer 2006). Estas limitaciones también podrían estar explicando
que los proyectos ambientales no sean priorizados dentro de las inversiones de los go-
biernos locales y regionales.
Niveles de gobierno y sus responsabilidades ambientales
Los distintos niveles de gobierno tienen responsabilidades específicas en el diseño, la
implementación y el seguimiento de acciones concretas para conservar y mejorar el
ambiente.
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Gobiernos regionales y locales
«La descentralización tiene como finalidad el desarrollo integral, armónico
y sostenible del país, mediante la separación de competencias y funciones,
y el equilibrado ejercicio del poder por los tres niveles de gobierno, en be-
neficio de la población» (art. 2°).
Entre los objetivos en lo ambiental se mencionan (art. 6°):
a) Ordenamiento territorial y del entorno ambiental, desde los enfoques
de la sostenibilidad del desarrollo.
b) Gestión sostenible de los recursos naturales y mejoramiento de la cali-
dad ambiental.
c) Coordinación y concertación interinstitucional y participación ciuda-
dana en todos los niveles del Sistema Nacional de Gestión Ambiental.
Gobiernos regionales1/
El gobierno regional tiene entre sus competencias: «g) Promover y regular
actividades y/o servicios en materia de agricultura, pesquería, industria,
agroindustria, comercio, turismo, energía, minería, vialidad, comunicacio-
nes, educación, salud y medio ambiente, conforme a Ley» (art. 9°).
Entre sus funciones en material ambiental y ordenamiento territorial, se
puede mencionar (art. 53°):
a) Formular, aprobar, ejecutar, evaluar, dirigir, controlar y administrar los
planes y políticas en materia ambiental y de ordenamiento territorial,
en concordancia con los planes de los gobiernos locales.
b) Implementar el sistema regional de gestión ambiental, en coordinación
con las comisiones ambientales regionales (CAR).
c) Controlar y supervisar el cumplimiento de las normas, contratos, pro-
yectos y estudios en materia ambiental y sobre uso racional de los re-
cursos naturales, en su respectiva jurisdicción. Imponer sanciones ante
la infracción de normas ambientales regionales.
Gobiernos locales2/
Las municipalidades tienen funciones específicas para la protección y con-
servación del ambiente y en particular, se deben encargar de: «Formular,
aprobar, ejecutar y monitorear los planes y políticas locales en materia
ambiental, en concordancia con las políticas, normas y planes regionales,
sectoriales y nacionales» (art. 73°).
Cuadro 1
















Año Norma legal Entidad responsable Objetivo / función
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1/ En el anexo 1 se presentan todas las funciones específicas que tienen los gobiernos regionales en materia
ambiental y de ordenamiento territorial.
2/ En el anexo 2 se presentan todas las funciones específicas que tienen los gobiernos locales en materia
ambiental y de ordenamiento territorial.
3/ Actualmente, el Ministerio del Ambiente es el ente rector del SNGA, ya que el ministerio incorporó al
Conam y absorbió sus funciones.
Sistema Nacional de Gestión Ambiental3/
El SNGA se crea con el objetivo de «asegurar el más eficaz cumplimiento de
los objetivos ambientales de las entidades públicas» (art. 1°).
El SNGA se constituyó sobre la base de las instituciones estatales, órganos
y oficinas de los distintos ministerios, organismos públicos descentraliza-
dos e instituciones públicas a nivel nacional, regional y local que ejerzan
competencias y funciones sobre el ambiente y los recursos naturales; así
como por los sistemas regionales y locales de gestión ambiental, contando
con la participación del sector privado y la sociedad civil (art. 2°), para
«orientar, integrar, coordinar, supervisar, evaluar y garantizar la aplicación
de las políticas, planes, programas y acciones destinados a la protección
del ambiente y contribuir a la conservación y aprovechamiento sostenible
de los recursos naturales».
Las comisiones ambientales regionales (CAR) y las comisiones ambientales
municipales (CAM) fueron establecidas como órganos encargados del ejer-
cicio de las funciones ambientales en los gobiernos regionales y locales,
respectivamente.
Ministerio del Ambiente
Objetivo institucional: «la conservación del ambiente, de modo tal que se
propicie y asegure el uso sostenible, responsable, racional y ético de los
recursos naturales y del medio que los sustenta, que permita contribuir al
desarrollo integral social, económico y cultural de la persona humana»
(art. 3°).
Responsabilidad general: «Formular, planificar, dirigir, coordinar, ejecutar,
supervisar y evaluar la política nacional del ambiente aplicable a todos los
niveles de gobierno» (art. 6°).
También debe: apoyar el cumplimiento de los objetivos de las comisiones
ambientales regionales (CAR) y las comisiones ambientales municipales
(CAM), que son las instancias de gestión ambiental, de carácter
multisectorial, encargadas de coordinar y concertar la política ambiental
regional y local, respectivamente.
Ley 282452004
2008
Año Norma legal Entidad responsable Objetivo / función
D.L. 1013
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Así pues, existe un conjunto de competencias y funciones a cargo de las distintas entida-
des en los ámbitos nacional, regional y local. Muchas de estas funciones pueden ser
implementadas a través de proyectos de inversión pública, los cuales se convierten, de esta
manera, en mecanismos que pueden contribuir al desarrollo sostenible.
Gobiernos locales y regionales e inversión pública
En julio del 2000, mediante la Ley 2729317, se creó el Sistema Nacional de Inversión Públi-
ca (SNIP) con la finalidad de optimizar el uso de los recursos públicos destinados a la
inversión. De esta forma, se establecieron procedimientos técnicos para la aplicación del
«ciclo del proyecto» en todos los proyectos que se ejecuten con fondos públicos (proyectos
de inversión pública)18.
La Dirección General de Programación Multianual del Sector Público (DGPM) del Ministe-
rio de Economía y Finanzas, es la más alta autoridad técnico-normativa del SNIP, por lo
que es el órgano encargado de establecer las normas técnicas, los métodos y los procedi-
mientos aplicables a los proyectos de inversión pública.
Para lograr la eficiencia en el uso de los recursos públicos, la DGPM estableció la necesidad
de aplicar el ciclo del proyecto a la inversión pública: preinversión, inversión y postinversión,
con las siguientes acciones:
• Fase de preinversión: elaboración del estudio de perfil (obligatorio), prefactibilidad y
factibilidad (de acuerdo con el tipo de proyecto).
• Fase de inversión: elaboración del expediente técnico y ejecución del proyecto.
• Fase de postinversión: operación y mantenimiento del proyecto y evaluación ex post.
El objetivo es que se aprueben solo aquellos proyectos que se vaya a ejecutar con
recursos públicos19, y que hayan demostrado, a través de los estudios de preinversión,
que son «socialmente rentables, sostenibles y compatibles con los lineamientos de
política» (art. 11° del Reglamento del SNIP, D.S. 102-2007-EF). Así pues, el SNIP ha
establecido un conjunto de metodologías y procesos que son de aplicación para todos
17. La Ley de Creación del SNIP ha sido modificada por las Leyes 28522 y 28802, y por el Decreto Legisla-
tivo 1005.
18. Se entiende por proyecto de inversión pública (PIP) a toda intervención limitada en el tiempo que
utiliza total o parcialmente recursos públicos, con el objetivo de crear, ampliar, mejorar o recuperar la
capacidad productora o de provisión de bienes o servicios, cuyos beneficios se generen durante la vida
útil del proyecto y sean independientes de otros proyectos (art. 2°, D.S. 102-2007-EF).
19. Se considera que un proyecto utiliza recursos públicos cuando en alguna de las partes de su ejecución
(inversión y/u operación y mantenimiento) requiere recursos del Estado.
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los proyectos y que deben ser seguidos por todas las instancias del gobierno que estén
adscritas a él.
La Ley de Creación del SNIP, Ley 27293, estableció que el sistema sea obligatorio para los
sectores nacionales del gobierno, es decir, los ministerios. A partir del 2002, y luego de la
dación de la Ley de Bases de la Descentralización ya mencionada, los gobiernos regionales
y locales se irían incorporando al sistema mediante distintos mecanismos, de acuerdo con
las directivas del SNIP. En principio, se incorporaron de manera obligatoria todos los go-
biernos regionales y aquellos gobiernos locales que recibieran recursos financieros impor-
tantes por parte del Estado (incorporación normativa). Además, se estableció que se po-
dían incorporar aquellos gobiernos locales que quisieran hacerlo de manera voluntaria
(incorporación voluntaria). A la fecha de este artículo20, 778 gobiernos locales estaban
adscritos al SNIP21, tal como se muestra a continuación.
Cuadro 2
Número de de gobiernos locales inscritos en el SNIP
20. La información sobre inversión pública utilizada en este artículo corresponde a la situación al 10 de
abril de 2008.
21. Ello significa que más de 42% de los gobiernos locales están inscritos en el SNIP, además de los veinti-
cinco gobiernos regionales.
22. La incorporación voluntaria al SNIP puede ser considerada como un mecanismo de señalización por
parte de los gobiernos locales, ya que es un medio que les permite diferenciarse de los otros gobiernos
locales en términos de la calidad de proyectos que tienen para inversión (Akerlof 1970). Es decir, el
pertenecer al SNIP implica seguir procedimientos técnicos para formular proyectos y, por tanto, permi-
te que se las pueda reconocer como entidades eficientes, de manera que puedan captar más fácilmente
recursos de las instancias de cooperación.
Distritales 144 478 622 79,9%
Provinciales 73 83 156 20,1%








Fuente: portal electrónico del Ministerio de Economía y Finanzas.
Elaboración: propia.
La incorporación voluntaria de los gobiernos locales se ha ido incrementando en los últimos
años, debido a que si el proyecto cuenta con una declaración de viabilidad en el marco del SNIP,
se presupone que la formulación y evaluación del mismo ha seguido un procedimiento técnico,
que garantiza que la inversión sea sostenible a lo largo del tiempo22. Es por ello que las entida-
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des de cooperación técnica y financiera internacional que aportan recursos para la ejecución
de proyectos para una población o gobierno local específico, requieren que se demuestre
la calidad técnica de los mismos, y ello se puede lograr (aunque debe reconocerse que no
es el único mecanismo) a través de la declaración de viabilidad que se realiza en el SNIP.
Es necesario mencionar que en el SNIP se ha seguido un proceso de descentralización de
funciones, en la medida en que los gobiernos regionales y locales han ido adquiriendo mayo-
res capacidades de administración de sus recursos y mayores responsabilidades técnicas. Al
inicio de la operación del sistema, la declaración de viabilidad era potestad solo de la DGPM
y de las oficinas de programación e inversiones (OPI)23 de los sectores (ministerios), indepen-
dientemente de la instancia que requiriera la ejecución del proyecto (incluyendo gobiernos
locales). Cuando se estableció que los gobiernos locales y regionales se incorporaran al siste-
ma (año 2002), fue necesario crear distintos procedimientos para que estas instancias
subnacionales de gobierno pudieran seguir los procedimientos técnicos establecidos para la
evaluación de proyectos. Luego de varios años de aplicación, y de manera progresiva, las OPI
de cada una de las instancias de gobierno inscritas en el sistema, incluidas la de los gobiernos
locales, son las responsables técnicas de declarar la viabilidad de los proyectos que formulan.
Es decir que actualmente los gobiernos regionales y locales son los responsables de plani-
ficar24 y ejecutar las inversiones que les permitan dar cumplimiento a las competencias y
funciones asignadas, de tal manera que puedan satisfacer las necesidades de la población
a la que representan.
Surge la pregunta de si los gobiernos regionales y locales han estado incorporando en su
planificación la ejecución de proyectos que les permitan dar cumplimiento a las funciones
que tienen asignadas en el tema ambiental. Es decir: ¿qué tan «verdes» están siendo los
gobiernos regionales y locales en términos de la planificación de sus inversiones, dadas las
obligaciones que tienen con la población a la que representan?
En este contexto, el objetivo de esta investigación es determinar la importancia que ha
tenido la planificación de las inversiones ambientales dentro de las inversiones que reali-
zan los gobiernos locales, como una aproximación al nivel de cumplimiento en relación
con sus competencias ambientales.
23. Las oficinas de programación e inversiones son las instancias facultadas para evaluar y declarar la
viabilidad de los proyectos de inversión pública (art. 11° de la Ley 27293). Actualmente existen OPI en
los sectores, gobiernos regionales y los gobiernos locales inscritos en el SNIP.
24. Debe mencionarse que el SNIP también tiene dentro de sus objetivos institucionales: (i) fortalecer la
capacidad de planeación del sector público y (ii) crear las condiciones para la elaboración de planes de




Considerando que los proyectos de inversión pública son una forma de operativizar25 las
obligaciones ambientales de los gobiernos regionales y locales, se tomó como fuente de
información el Banco de Proyectos del SNIP, el cual contiene el registro de todos los pro-
yectos de inversión pública (PIP) para los que se haya elaborado un estudio de perfil,
prefactibilidad o factibilidad y que están en proceso de evaluación o ya han sido evaluados
para declarar su viabilidad (art. 7°, Ley 27293).
No obstante, el primer problema que se enfrentó fue definir qué se entiende por un «pro-
yecto ambiental», dado que no existe una definición técnica o científica para este tipo de
proyecto.
En ese sentido, en esta sección se describe la información utilizada y la metodología segui-
da para el análisis.
2.1  Información: Banco de Proyectos del SNIP
La información empleada para los objetivos que persigue este artículo ha sido obtenida del
Banco de Proyectos del SNIP (BPS). Este aplicativo informático resume la información de
los PIP que se encuentran en fase de preinversión y es información pública26. En el BPS, las
unidades formuladoras ingresan la información del PIP que están presentando27 –siguien-
do las pautas establecidas por la DGPM28– para que este sea evaluado por las oficinas de
programación e inversiones (OPI) y la DGPM29, de ser el caso. Con dicha información se
genera una ficha de registro por cada proyecto, la misma que se va actualizando siguiendo
el avance del PIP en su fase de preinversión30.
25. Esto se refiere a que los gobiernos locales y regionales también pueden diseñar e implementar políticas
públicas ambientales y procedimientos específicos que busquen dar cumplimiento a sus responsabili-
dades ambientales, y no solo a través de proyectos de inversión pública.
26. Para una mayor profundización del tema, se sugiere revisar los documentos metodológicos del portal
web de la Dirección General de Programación Multianual. <http://www.mef.gob.pe/DGPM/
snipnet.php?mensaje=si>.
27. Para ello requieren haberse inscrito previamente en el Banco de Proyectos del SNIP, al igual que las OPI.
28. Véase el anexo SNIP 02 «Aplicativo informático del Banco de Proyectos» y el formato SNIP 02 «Ficha de
registro del PIP». <http://www.mef.gob.pe/DGPM/snipnet.php>.
29. Actualmente, la DGPM evalúa y declara la viabilidad únicamente de los proyectos que requieren
financiamiento externo (art. 4° del D.S. 102-2007-EF); los otros proyectos son evaluados y declarados
viables directamente en los distintos niveles de gobierno.
30. Es decir, se registran los resultados de la evaluación del estudio correspondiente, ya sea un perfil o un
estudio de prefactibilidad o factibilidad. En esta ficha de registro se almacena información general del
PIP, tal como: nombre, unidad formuladora y responsables, localización geográfica, función programática,
unidad ejecutora y responsables, nivel de estudio presentado y estado del mismo, justificación (proble-
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Una de las ventajas que presenta el BPS es la posibilidad de disponer de la mayor parte
de la información antes descrita en un formato de base de datos, que facilita el análi-
sis31. De esta manera, con el apoyo de este aplicativo informático, se generó una base de
datos con la información de todos los PIP al día 10 de abril de 2008, lo cual indicó que a
esa fecha existían un total de 66.075 proyectos de todas las funciones, programas y
subprogramas32. Con la base de datos construida, el siguiente paso fue realizar la iden-
tificación de los proyectos de carácter ambiental, para lo cual se establecieron previa-
mente cuatro diferentes definiciones, y posteriormente se realizó la identificación de los
proyectos que calzaban con cada una de ellas. La identificación de los proyectos am-
bientales en la base de datos construida, se realizó sobre la base de los títulos de los
proyectos y de la ficha de registro.
2.2  Definición e identificación de proyectos ambientales
La identificación de los proyectos ambientales generó un problema en términos de cómo
hacer operativa tal definición, ya que no existe una definición técnica al respecto. El
problema surge del hecho de que los bienes ambientales pueden ser clasificados como
bienes públicos (por ejemplo, el aire) o como bienes privados (provisión de servicios de
agua en condiciones adecuadas o la explotación de recursos forestales mediante meca-
nismos de concesión), y, por tanto, ello dificulta definir cuándo un proyecto es ambien-
tal y cuándo no.
Tomando como marco conceptual que los proyectos ambientales deben ser aquellos que
contribuyan al desarrollo sostenible y que, además, se encuentren enmarcados dentro de
las responsabilidades de los gobiernos locales y regionales, se formularon cuatro (4) defi-
niciones de proyectos ambientales, tal como se muestra a continuación.
ma, beneficiarios y objetivo), alternativas de proyectos, indicadores por cada alternativa, análisis de
sostenibilidad, cronogramas de la alternativa elegida (de inversión física, de inversión según metas, de
operación y mantenimiento y de inversiones por reposición), aspectos complementarios, observaciones
de la UF, estado y observaciones de los documentos presentados, y otros datos adicionales.
31. Sin embargo, es importante destacar el hecho de que existe información relevante que no es contenida
en la base de datos que el sistema genera y que solo se encuentra en la ficha de registro, tal como: el
problema identificado del PIP, la metodología de evaluación empleada (análisis costo – beneficio o
análisis costo – efectividad), el número de alternativas propuestas, entre otros, los cuales, de estar
incluidos en la base de datos, facilitarían el análisis.
32. Debe mencionarse que la DGPM ha establecido que los proyectos se pueden organizar en términos de
sectores, programas y subprogramas, de acuerdo con un clasificador funcional, el cual a la fecha indica




Definiciones de proyectos ambientales
Se refiere a los proyectos que, en sentido estric-
to, tienen como propósito general contribuir a la
mejora en la calidad ambiental y por tanto están
interviniendo para contribuir a la conservación
del ambiente y los recursos naturales.
Se refiere a aquellos proyectos que no fueron con-
siderados dentro de la primera definición, debido
a que el problema principal que pretenden solu-
cionar es de carácter productivo o social. No se
trata de proyectos ambientales en sí mismos, pero
sí tienen un componente ambiental importante
en su formulación.
Dado el Objetivo 7 de los ODM, se incluyen en
esta definición los proyectos ambientales puros
(PAP), establecidos en la primera definición, y
también aquellos dirigidos a mejorar el acceso de
la población a agua y saneamiento y al manejo
de residuos sólidos.
Dado el Objetivo 7 de los ODM, se incluyen en
esta definición los proyectos ambientales puros
– ampliado (PAP ampliado) establecidos en la se-
gunda definición, y también aquellos dirigidos a
mejorar el acceso de la población a agua y sa-









puros – ampliado y
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Proyectos ambientales







Es así que la identificación de los proyectos ambientales en la base de datos obtenida del
BPS consideró estas cuatro definiciones, apoyadas en diferentes formas de interpretar los
mecanismos para contribuir a la sostenibilidad ambiental. De estas cuatro definiciones, se
considera que la primera de ellas es la que mejor sintetiza el objetivo de un PIP ambiental,
en su sentido más estricto.
Elaboración: propia.
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A continuación se detallan algunas características específicas de las definiciones seña-
ladas.
a) Primera definición: proyectos ambientales puros (PAP)
La primera definición es la más restrictiva en cuanto a lo que se puede denominar como
PIP ambiental, por lo que se la ha denominado «proyectos ambientales puros» (PAP). Bási-
camente, esta definición se refiere a proyectos de forestación, reforestación, conservación
de la biodiversidad, protección de suelos contra la erosión, planificación territorial y aque-
llos dirigidos a revertir daños ambientales y promover una mejor educación y gestión am-
biental. Es decir, su objetivo está centrado fundamentalmente en mejorar la calidad am-
biental en un sentido físico, bajo el supuesto de que ello contribuye a la sostenibilidad
ambiental y, por ende, al desarrollo sostenible.
Como resultado de revisar la ficha del proyecto, sucedió que en varios casos, a pesar de que
el título del PIP parecía relacionarse a un tema ambiental, se concluyó que el proyecto no
tenía un objetivo relacionado con algunos de los temas mencionados anteriormente, sino
que más bien estaban dirigidos a promover o mejorar la producción, o a cubrir una nece-
sidad social (como los parques y jardines, que, si bien son áreas verdes, tienen un compo-
nente de infraestructura para recreación que muchas veces termina siendo mayor que el
del aumento del área verde)33.
Por último, uno de los criterios adicionales empleados para definir como PAP a un proyecto
de inversión, es que el componente de infraestructura sea reducido en relación con el
monto de inversión total34.
Entre aquellos proyectos no incluidos en esta definición se encuentran: parques y jardines,
defensas ribereñas construidas con gaviones, manejo sostenible de recursos naturales con
fines productivos, entre otros35. A continuación se presenta un cuadro con algunos ejem-
plos de los proyectos incluidos en esta definición.
33. Otro ejemplo es el del proyecto «Mejoramiento del cuidado medioambiental y sanitario Espinar, provin-
cia de Espinar – Cusco», en el cual el componente sanitario es lo que prima.
34. Se consideró este criterio dado que el contar con un gran componente de infraestructura en el proyecto
(evaluado a través del presupuesto) implica una intervención en las condiciones físicas del ambiente,
que si no son evaluadas correctamente pueden ocasionar daños ambientales importantes, lo cual dis-
minuirá la contribución de dicha inversión a la calidad ambiental (si no se toman medidas para la
reducción del impacto ambiental).
35. También se aceptó clasificar como proyectos ambientales puros a los viveros forestales, por el estrecho
vínculo con las actividades de forestación. Por otro lado, existen otros tipos de viveros orientados más





Ejemplos de proyectos ambientales puros (PAP)
Ejemplo de PIP incluidos
Conservación de la biodiversidad Incremento de la diversidad florística en el Parque Natural de
Pucallpa
Defensas ribereñas con plantaciones naturales
Desarrollo de capacidades en educación ambiental en la región
de Apurímac
Ampliación de las estaciones de monitoreo de la calidad del
aire para el fortalecimiento de capacidades ambientales de la
región Junín
Fortalecimiento de zonificación ecológica económica y
certificación GALS, distrito de Socota, Cutervo, Cajamarca
Producción de biogás en zonas altoandinas e intermedias del
Cusco, con la finalidad de reducir la contaminación por otro
tipo de combustibles
Reforestación para recuperación de zonas degradadas y/o
deforestadas en el distrito de Cainarachi, provincia de Lamas
Producción institucional de plantones forestales en la
provincia de Tarata
Tipos de proyectos incluidos
Educación
Defensa de suelos contra la erosión
Gestión ambiental
Planificación territorial
Reducción del daño ambiental
Reforestación y forestación
Otros
Fuente: Banco de Proyectos – DGPM.
Elaboración: propia.
b) Segunda definición: proyectos ambientales puros – ampliado (PAP ampliado)
Como ya se ha mencionado, se ha denominado «proyecto ambiental puro – ampliado» (PAP
ampliado) a aquel proyecto cuyo objetivo principal es solucionar un problema de carácter
productivo o social, pero que tiene un componente ambiental importante. Así pues, no se
trata de proyectos ambientales en sí mismos, sino que buscan –entre otras cosas– elevar la
productividad de las tierras o del ganado, promover el aprovechamiento sostenible de los
recursos naturales36, generar mayores ingresos a una determinada comunidad o población,
brindar servicios recreativos (como parques y jardines), entre otros.
36. Estos proyectos fueron considerados como temas ambientales con función productiva y, por tanto, se
incluyen en el grupo de PAP ampliado, ya que dentro del problema identificado y los objetivos se
encuentra el elevar el nivel de vida de la población beneficiaria mediante una mejora en la producción.
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Asimismo, también se incluyen los proyectos que fueron rechazados en la primera defini-
ción por presentar un alto componente de infraestructura en relación con los demás com-
ponentes del proyecto. Sin embargo, no fueron considerados los proyectos que evidencia-
ron estar orientados más al aumento o mejoramiento de infraestructura complementaria
en parques que de las áreas verdes, ya que la función ambiental en ese tipo de proyectos
era mínima o ni siquiera existía; así, por ejemplo, no se incluyó la construcción de lozas
deportivas, juegos recreativos, veredas o monumentos en áreas verdes. Entre los proyectos
incluidos en esta segunda definición se encuentran:
Cuadro 5
Ejemplos de PAP ampliado
Véase la definición 1
Mejoramiento con sembrado de áreas verdes parque Diego Ferré,
Pj. Diego Ferré, provincia de Chiclayo, Lambayeque
Manejo sostenible de los recursos naturales en la microcuenca de
Huallcallanca de la provincia de Corongo
Construcción de forestación y reforestación con fruticultura con el
objetivo de generar ingresos económicos del distrito de Santo To-
más de Pata, distrito de Secclla, Angaraes, Huancavelica
Mejoramiento de suelos agrícolas con la aplicación de fertilizantes
orgánicos en cultivos permanentes y semipermanentes de la re-
gión Moquegua
Establecimiento de plantaciones forestales con fines industriales




Fuente: Banco de Proyectos – DGPM.
Elaboración: propia.
c) Tercera definición: proyectos ambientales puros y metas ODM
En esta definición se incluyen los proyectos ambientales que pueden contribuir al logro del
Objetivo 7 de las Metas del Milenio, relacionado con el desarrollo sostenible. Como parte
de este objetivo, se establecen metas relacionadas con el  acceso a agua y saneamiento,
mejora de la calidad de vida de los habitantes de tugurios, y se hace un llamado a invertir
en programas que reviertan el daño generado en los recursos del medio ambiente (básica-
mente, por medio de programas de forestación y reforestación) y que contribuyan a redu-
cir las emisiones de carbono.








De esta manera, los proyectos ambientales puros (PAP), establecidos en la primera defini-
ción, vienen a constituirse como medios para una de las metas planteadas de los ODM.
Para completar la definición de los ODM, se incluye también aquellos proyectos dirigidos a
mejorar el acceso de la población a agua y saneamiento, así como aquellos vinculados al
manejo de residuos sólidos. Estos últimos fueron incluidos debido a su importancia para
lograr un entorno saludable en los tugurios, al margen de que la población en general (y no
solo de los tugurios) sea la que se beneficie con un mejor manejo de residuos sólidos.
Algunos de los proyectos incluidos dentro de esta definición –además de los que compo-
nen la definición de PAP– son los relacionados a las redes de agua potable, letrinas, plan-
tas de residuos sólidos y tratamiento, limpieza pública, entre otros.
A continuación se presenta un cuadro con algunos ejemplos de los proyectos incluidos en
la tercera definición.
Cuadro 6
Ejemplos de proyectos ambientales puros y metas ODM (PAP y ODM)
Véase la definición 1
Mejoramiento y renovación de redes de agua potable Barrio
Magisterial Pueblo Joven, provincia de Abancay – Apurímac
Construcción de la planta de tratamiento de aguas residuales
Taboada y emisario submarino, distrito y provincia del Callao
Mejoramiento de la gestión actual del servicio de limpieza en la
ciudad de Chiclayo, provincia de Chiclayo, Lambayeque
Proyectos ambientales puros
Ejemplo de PIP incluidosTipos de proyectos incluidos
Fuente: Banco de Proyectos – DGPM.
Elaboración: propia.
d) Cuarta definición: proyectos ambientales puros – ampliado y metas ODM
Por último, la cuarta definición que se estableció está compuesta por todas las definicio-
nes antes mencionadas, con el propósito de presentar un tipo de proyecto ambiental acor-
de a diversos fines (ambientales en sentido estricto, sociales, productivos, cumplimiento
de las ODM, entre otros), pero que se esperaría que afecten positivamente al ambiente. La
desventaja de una categoría tan amplia como esta es que se podría estar incluyendo pro-
yectos de los cuales no se tiene certeza del impacto ambiental, debido a que no necesaria-
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contar con una categoría como esta, porque está más relacionada con lo que la población
en general concibe como «proyecto ambiental»: tener agua limpia, mejorar los pastos para
tener una mayor producción, conservar las áreas protegidas, mejorar la limpieza pública,
cuidar los parques y jardines, entre otros. Es decir, esta categoría incluye a todos los ante-
riores proyectos mostrados como ejemplo.
Sobre la base de estas definiciones, se analizará la importancia que se ha dado al tema
ambiental en la planificación de inversiones de los gobiernos locales y regionales, bajo el
supuesto de que los proyectos de inversión pública son parte de los mecanismos que tie-
nen estas autoridades para operativizar sus responsabilidades ambientales.
3. IMPORTANCIA DE LOS PROYECTOS AMBIENTALES EN EL SNIP
3.1 Análisis de resultados
En esta sección se presentará el análisis del total de proyectos ambientales existentes en el
BSP, considerando las cuatro definiciones establecidas en la sección anterior.
Gráfico 2
Proyectos de inversión pública según definición ambiental
Fuente: Banco de Proyectos – DGPM.
Elaboración: propia.
Así, se observa que dependiendo de la definición, la participación de los PIP ambientales
crece de 0,8% con la definición más estricta a 17,3%, con la definición más amplia. Así pues,
la definición más restrictiva (Def. 1: PAP) incluye tan solo 555 proyectos, es decir, menos de








































Definición de proyecto ambiental
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al permitir que también se incluyan aquellos proyectos cuyo principal fin es de carácter
social o productivo (Def. 2: PAP ampliado), pero que tienen un componente ambiental, se
obtiene un total de 1.850 proyectos, lo que equivale a 2,8% del total de proyectos. Cuando se
considera la definición asociada a los Objetivos del Milenio (Def. 3: PAP y metas ODM), el
total de proyectos llega a 10.148 (15,5% del total), lo que denota la importancia de la inver-
sión relacionada con el agua y el saneamiento dentro de los proyectos que se presentan al
SNIP. Por último, la definición más amplia dentro de las cuatro establecidas, es decir la que
incluye a todas, representa 17,3% del total de proyectos, con 11.443 PIP.
Estos resultados demuestran una escasez de proyectos de forestación y reforestación, con-
servación de la biodiversidad, reversión del daño ambiental, entre otros estrictamente
ambientales, que en sentido estricto son los que contribuyen a la mejora y/o conserva-
ción en la calidad ambiental de los ecosistemas. Esta situación muestra que aún nuestro
sistema de inversión pública da una mayor importancia a los proyectos con un gran com-
ponente de infraestructura (como, por ejemplo, los proyectos de agua y saneamiento).
No obstante lo anterior, en los últimos años se ha presentado una mayor tendencia a formu-
lar proyectos que contribuyen a mejorar la calidad del ambiente (Def. 1: PAP). Es así que
entre el 2006 y el 2007, los proyectos ambientales puros presentaron una tasa de crecimien-
to de 324%, muy superior a la variación presentada por las demás definiciones de proyectos
ambientales (155% para la Def. 2: PAP ampliado, 84% para la Def. 3: PAP y metas ODM, y
66% para la Def. 4: PAP ampliado y metas ODM) y para todos los proyectos del SNIP (61%).
Gráfico 3
Crecimiento en el número de proyectos de carácter ambiental, según definición






































IP Def.1: proyecto ambiental puro (PAP)
Def.2: PAP ampliado
Def.3: PAP y metas ODM
Def.4: PAP ampliado y metas ODM
Total de proyectos del SNIP
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Una de las explicaciones posibles a este elevado crecimiento puede ser una mayor preocu-
pación por lo ambiental en sentido estricto, en parte por las mayores exigencias interna-
cionales en vísperas de la firma del TLC con Estados Unidos, y también como respuesta a
una tendencia global de realizar acciones frente el fenómeno del cambio climático y los
impactos negativos que conlleva.
De otro lado, dado el objetivo de esta investigación, cabe preguntarse si existe alguna dife-
rencia en la planificación de proyectos ambientales considerando cada nivel de gobierno; es
decir, si dependiendo del nivel de gobierno, los proyectos ambientales constituyen una prio-
ridad o no. El siguiente gráfico nos revela que al tratarse de los proyectos ambientales más
restrictivos (Def. 1: PAP), los gobiernos regionales cobran mayor protagonismo como
impulsadores del tema ambiental (46,3%), mientras que para todas las demás definiciones
utilizadas es el gobierno local el principal promotor de estas iniciativas.
Estas diferencias se pueden sustentar en relación con las responsabilidades ambientales
establecidas para cada uno de los niveles de gobierno. Así, los gobiernos regionales tie-
nen, dentro de sus funciones específicas de carácter ambiental, todas aquellas relaciona-
das a la creación y conservación de áreas naturales protegidas, a la aplicación de estrate-
gias regionales para la conservación de la diversidad biológica y el cambio climático, así
como lo relacionado a la ventas de servicios ambientales en bosques naturales y/o áreas
naturales protegidas (véase el anexo 1). En el caso de los gobiernos locales, sus funciones
están relacionadas a la organización del uso del territorio y a la provisión de servicios
públicos locales (saneamiento, salud, educación, programas sociales, entre otros), y en lo
referente al tema ambiental sus funciones están más orientadas a apoyar el trabajo de las
comisiones ambientales municipales (CAM) y a la promoción del tema ambiental en la
población, pero no, en sentido estricto, a acciones concretas para la conservación del
ambiente (véase el anexo 2).
De otro lado, es interesante analizar en qué áreas programáticas se están formulando los
proyectos ambientales en el marco del SNIP, considerando las definiciones antes discuti-
das y también las funciones, los programas y los subprogramas que existen37. Al respecto,
resultan evidentes las diferencias entre los proyectos que caracterizan a cada definición.
Así, en la primera definición (Def. 1: PAP), 73,2% de los proyectos se vinculan con el
programa de preservación de recursos naturales, el cual incluye al subprograma de
«Reforestación», con 57,5% y al de «Protección de flora y fauna», con 11,4%, es decir, son




proyectos de manejo de recursos naturales, mientras que solo 11,89% se refieren al pro-
grama de proyectos de conservación ambiental, que está conformado fundamentalmente
por el subprograma de «Control de la contaminación».
Gráfico 4
Participación de los niveles de gobierno, según las definiciones de PIP ambiental
Fuente: Banco de Proyectos – DGPM.
Elaboración: propia.
Para la segunda definición (Def. 2: PAP ampliado), 60,7% se refieren a proyectos de pro-
tección del medio ambiente, pero 56,5% son proyectos del subprograma «Parques y jardi-
nes», mientras que un menor porcentaje, en comparación con la definición anterior, se
relaciona con el subprograma «Reforestación» (21,3%), que está incluido dentro del pro-
grama de «Preservación de los recursos naturales renovables» (32,11%).
En el caso de la tercera definición, y como era de esperar, 92,5% se refieren al programa de
«Saneamiento», que a su vez está conformado por proyectos de «Saneamiento en general»,
que significan 91,1% del total general de proyectos en la definición. Este resultado tam-
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Cuadro 7




Preservación de los recursos
naturales renovables
Subprograma: Reforestación
Promoción de la producción
pecuaria
Promoción de la producción
agraria
Promoción y extensión rural
Hidrocarburos
Recursos minerales









N° total de proyectos
0,54 0,27 0,03 0,04 0,01
7,21 2,22 0,4 0,36 0,43
1,26 0,38 0,07 0,06 0,02
73,15 32,11 4 5,19 1,14
57,48 21,3 3,14 3,44 0,62
0,36 0,43 0,02 0,07 1,05
1,98 1,35 0,11 0,22 0,33
2,16 1,57 0,12 0,25 2,15
0 0,05 0 0,01 0,02
0,54 0,16 0,03 0,03 0,03
0 0,38 0 0,06 0,56
0,72 0,32 1,08 0,98 0,22
0 0 92,54 82,07 14,22
11,89 60,70 1,58 10,63 2,94
0,18 56,54 0,01 9,14 2,54
0,18 0,05 0,01 0,01 6,68
0 0 0,02 0,02 70,21
100 100 100 100 100
555 1 850 10.148 11.443 66.075















Fuente: Banco de Proyectos – DGPM.
Elaboración: propia.
Estos resultados contrastan con la distribución temática del total de proyectos del SNIP:
solo 14,0% se vinculan al subprograma «Saneamiento en general» y 70,1% se vinculan
con otros subprogramas (por ejemplo: 13,2% en «Edificaciones escolares», 10,6% en
«Vías urbanas», 7,8% en «Atención médica básica», 6,7% en «Planeamiento urbano»,
5,2% en «Caminos rurales», 4,7% en «Irrigación», entre otros subprogramas con menor
participación).
Así pues, se observa que existen diversos proyectos en temas ambientales específicos como
reforestación y contaminación ambiental incluidos en la planificación regional y local,
pero existe la necesidad de realizar esfuerzos para incrementar su participación y también
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para formular proyectos en el marco de manejo de recursos naturales como los recursos
pesqueros, mineros, entre otros38.
De otro lado, una de las exigencias establecidas para que un proyecto sea declarado viable
es la aprobación del máximo nivel de estudio requerido39, lo cual da cuenta de la calidad y
precisión de la información utilizada. Para todas las definiciones estimadas, el mayor nú-
mero de proyectos se evalúa y declara viable a nivel de perfil (por encima de 90% de los
proyectos para cada una de las definiciones).
Cuadro 8
Proyectos ambientales por definición y nivel de estudio requerido para viabilidad
38. No obstante, es necesario analizar los resultados y el impacto (postinversión en el marco del SNIP) de
estos proyectos para verificar que se están logrando los objetivos propuestos.
39. Los tres niveles de estudio son: perfil, prefactibilidad y factibilidad, y se diferencian por la cantidad y
calidad de información utilizada en la formulación del proyecto, así como en el grado de precisión de
los análisis realizados. En los anexos 5a al 7 de la R.D. 009-2007-EF/68.01 se establecen los contenidos
mínimos necesarios por cada nivel de estudio.
Fuente: Banco de Proyectos – DGPM.
Elaboración: propia.
%   90,27 95,46 95,39 95,65 96,36
%   6,49 3,19 2,88 2,75 2,26
%   3,24 1,35 1,73 1,60 1,38





















Sin embargo, es importante determinar si existen diferencias en los dos niveles de estudios
superiores (prefactibilidad y factibilidad) según cada una de las definiciones establecidas,
ya que si los proyectos ambientales requieren mayores niveles de estudio, ello podría estar
implicando que los estudios de preinversión para los proyectos ambientales sean relativa-
mente más costosos, dado que los niveles superiores de estudio requieren mayor nivel de
detalle e información para el análisis.
Como se observa, sí existen diferencias por nivel de estudio y definición de tipo de proyec-
to. En promedio, cuanto más restringida es la definición de proyecto ambiental, hay un
mayor porcentaje de proyectos que requieren aprobar el nivel de prefactibilidad y factibilidad.
Esto podría estar indicando que la formulación y evaluación de proyectos ambiéntales
requiere de un análisis mucho más detallado.
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Gráfico 5
PIP ambientales según nivel requerido de estudio para viabilidad
Fuente: Banco de Proyectos – DGPM.
Elaboración: propia.
De aquellos proyectos que requieren alcanzar el nivel de prefactibilidad, se halló, para el
caso de los PAP (Def. 1) que 55,6% pertenecen al subprograma «Reforestación». Un resul-
tado similar se presenta para el caso de la segunda definición o PAP ampliado (57,6%). Los
resultados cambian al tratarse de las definiciones más amplias de proyectos ambientales,
ya que en muchos casos se incrementa la presencia de inversión en infraestructura, la cual
requiere estudios de preinversión más detallados. Así, para la tercera definición (PAP y
metas ODM), 82,9% de aquellos proyectos que deben cumplir con el estudio de
prefactibilidad se encuentran bajo el subprograma de «Saneamiento en general»40. En si-
milar situación se encuentra la definición más amplia de proyectos ambientales (Def. 4:
PAP ampliado y metas ODM) con 76,8% de proyectos que requieren el nivel de estudio
intermedio. Por último, en el caso de todos los proyectos del SNIP, 75,5% de proyectos que
deben cumplir dicha exigencia pertenecen a otros subprogramas.
40. Este mayor nivel de estudios para los proyectos, especialmente para aquellos que tienen un gran com-
ponente de infraestructura, puede estar asociado al monto de inversión de los proyectos: los estudios a
nivel de perfil se requieren para proyectos de menos de S/. 6 millones; los de prefactibilidad, para
proyectos de S/. 6 millones a S/. 10 millones; y los de factibilidad, para proyectos de más de S/. 10
millones (montos aprobados en la Directiva 004-2007, mediante la Resolución Directoral 009-2007-
EF/68.01, agosto del 2007). En general, los proyectos de saneamiento, agrario y transporte requieren
elevados niveles de inversión.
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1/ De acuerdo con la DGPM, existen algunos proyectos especiales cuya declaración de viabilidad ha sido
delegada a la unidad formuladora.
Fuente: Banco de Proyectos – DGPM.
Elaboración: propia.
Gráfico 6
PIP ambientales según nivel de gobierno responsable de viabilidad1/
Uno de los aspectos que más se ha discutido desde la creación del SNIP, ha sido la concen-
tración del proceso de evaluación en la DGPM del MEF (lo cual podría implicar mayor
tiempo en la aprobación de los proyectos). Al respecto, la descentralización del sistema
desde el 2006 ha generado que la responsabilidad de las declaraciones de viabilidad recaiga
sobre las oficinas de programación e inversiones (OPI) de los distintos niveles de gobierno:
nacional, regional, local.
Al respecto, las diferencias por tipo de definición de proyecto ambiental son claras: la
responsabilidad de 44,5% de los PAP recae sobre las OPI de los gobiernos regionales, mien-
tras que para las demás definiciones ambientales, más de 57% de la declaración de viabi-
lidad de los proyectos recae sobre las OPI de los gobiernos locales. Esta misma tendencia se
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41. Adicionalmente, se debe mencionar que pese a la importancia del tema, aún no se cuenta con una
propuesta metodológica para la formulación y evaluación de proyectos «ambientales», lo que sí existe
para proyectos de salud, educación, agrarios, de electrificación, entre otros (véase la página web del
SNIP: <http://www.mef.gob.pe/DGPM>).
42. Un estudio de preinversión puede ser incluido en cualquiera de las siguientes categorías en el BPS:
presentado, aprobado, en evaluación, en formulación, en modificación, observado, o rechazado.
43. Es decir, han sido inscritos pero todavía no han sido revisados y, por tanto, no han recibido ninguna
«clasificación» posterior.
Esta situación podría estar señalando la necesidad de contar con una mayor capacitación
en temas ambientales dirigida a las unidades formuladoras y las OPI de los gobiernos
regionales y locales, dado que en todas las definiciones de proyectos ambientales, estas
son las entidades que más los formulan y evalúan. La necesidad de capacitación se susten-
ta en la dificultad encontrada para definir y operativizar lo que se considera un proyecto
ambiental (lo que ha sido patente en esta investigación), lo cual es un indicador de las
potenciales dificultades para formular y evaluar proyectos ambientales y de recursos na-
turales41.
Por último, la complejidad que tienen los proyectos ambientales podría estar afectando
los niveles de aprobación de este tipo de proyectos. Al respecto, en relación con la situa-
ción del último estudio presentado42, los proyectos de la primera definición (Def. 1: PAP)
presentan las menores tasas de aprobación (60,2%) y la mayor tasa de observación
(12,6%), así como la mayor tasa de proyectos que se encuentran como «presentados»
(21,3%)43. En contraste, para la definición ambiental más amplia, la tasa de aprobados
es considerablemente mayor (84,4%), la de observados es menor (4,6%), mientras que
en situación de «presentados» se encuentran tan solo 6,2%. Las diferencias en cuanto a
tasas de rechazo son muy bajas, pero igual es importante destacar que los proyectos
ambientales más restringidos (PAP) se mantienen aún en desventaja frente al resto, con
una tasa de 4,0%.
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Aprobado % 60,18 75,46 84,66 84,36 85,71
En evaluación % 0,18 0,05 0,01 0,01 0,02
En formulación % 0,18 0,11 0,01 0,02 0,02
En modificación % 1,62 1,35 1,65 1,60 1,32
Observado % 12,61 6,70 4,67 4,61 4,23
Presentado % 21,26 13,89 5,65 6,22 5,17
Rechazado % 3,96 2,43 3,36 3,18 3,54
Total N 555 1.850 10.148 11.443 66.075
Fuente: Banco de Proyectos – DGPM.
Elaboración propia.
Cuadro 9
PIP ambientales según estado del último estudio
En este contexto, habría que preguntarse por qué cuando se analiza la situación de los
proyectos incluidos en la definición más estricta se tienen mayores problemas: menor tasa
de aprobación, mayor tasa de observancia, mayor tasa de proyectos sin clasificación (solo
presentado), además de mayor tasa de rechazo (aunque ligeramente). Entre las razones
que se podría esgrimir, se encuentra la dificultad que tienen estos proyectos en términos
de los requerimientos metodológicos de evaluación, dada la dificultad de definir clara-
mente lo que se entiende por proyecto ambiental, así como también la posibilidad de que
sean relativamente más costosos.
En línea con las diferencias encontradas, se realizó una estimación sobre las posibilidades
de declaración de viabilidad44 que tienen los proyectos ambientales, en relación con los
otros tipos de proyectos existentes en el SNIP. Al respecto, utilizando las distintas defini-
ciones discutidas, se observa que sí existen diferencias en la tasa de declaración de viabi-
lidad de los proyectos, según la definición empleada. Así, para la Def.1: PAP, se tiene que el
59,1% de proyectos han sido declarados viables, cifra que contrasta con el 74,8% de la
Def. 2: PAP ampliado, el 83,7% de la Def. 3: PAP y metas ODM, el 83,5% de la Def. 4: PAP

















44. La declaración de viabilidad es el instrumento por medio del cual se declara que el proyecto en
análisis cumple con todos los requisitos necesarios (es rentable socialmente y es sostenible, entre
otros) para poder ser ejecutado. La declaración de viabilidad es otorgada por las OPI de todos los
niveles de gobierno.
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Gráfico 7
PIP ambientales según situación del PIP
Estos resultados parecieran confirmar que los proyectos ambientales puros presentan
mayores dificultades que los demás proyectos en términos de su evaluación. Estas dificul-
tades podrían estar asociadas a la decisión de la metodología de evaluación por utilizar, los
problemas para la cuantificación monetaria de beneficios y costos, y también a los mayo-
res costos que tienen estos proyectos.
Sin embargo, resulta importante verificar si estas diferencias son estadísticamente signi-
ficativas, ya que ello permitiría comprobar con mayor nivel de confiabilidad los resultados.
Para ello, se empleó un test de proporciones, el cual fue aplicado para cada una de las
definiciones de proyecto ambiental establecidas.
Fuente: Banco de Proyectos – DGPM.
Elaboración: propia.





































El principal resultado es que para el caso de todos los proyectos ambientales, la diferencia
de proporciones de la tasa de declaración viabilidad entre el grupo que cumple con la
definición ambiental elegida y el grupo que no la cumple es estadísticamente signi-
ficativa. Es decir, los proyectos ambientales son más difíciles de ser declarados viables que
los proyectos correspondientes a otros rubros. Más aun, se aprecia que la diferencia de las
proporciones se va reduciendo conforme se reducen las restricciones impuestas en la de-
finición ambiental. Así, en el caso de los PAP, estos tienen en promedio una diferencia de
25,7% en la tasa de declaración de viabilidad respecto de todos los demás proyectos que
no entran dentro de esta definición. La diferencia se va acortando, y llega hasta 1,4% para
la Def. 4: PAP ampliado y ODM.
Cuadro 10
Resultados del test de proporciones entre el grupo que cumple con la definición ambiental





Def. 1: proyecto ambiental puro (PAP)
1/
Def. 2: PAP ampliado
2/
Def. 3: PAP y metas ODM
3/
Def. 4: PAP ampliado y metas ODM
4/
1/ La diferencia de proporciones se define como: Diff.=prop(otro PIP) - prop (PAP).
2/ La diferencia de proporciones se define como: Diff.=prop(otro PIP) - prop (PAP+PSP).
3/ La diferencia de proporciones se define como: Diff.=prop(otro PIP) - prop (PAP+PODM).
4/ La diferencia de proporciones se define como: Diff.=prop(otro PIP) - prop (PAP+PSP+PODM).
Fuente: Banco de Proyectos – DGPM.
Elaboración: propia.















Estos resultados corroborarían la hipótesis de que existen algunos factores que estarían
generando que los proyectos ambientales no estén siendo priorizados en la planificación
de la inversión pública regional y local, lo que afectaría el cumplimiento de las responsa-
bilidades ambientales de estos niveles de gobierno. Esto implicaría que se requiere mejorar
los mecanismos de evaluación de este tipo de proyectos (ya sea que se utilicen las defini-
ciones discutidas en este artículo, o no), así como también mejorar las habilidades de los
formuladores y evaluadores de proyectos, de tal manera que la declaración de viabilidad
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3.2. Factores que podrían limitar la planificación de inversiones ambientales
Como se ha analizado en el punto anterior, cuanto más restrictiva es la definición de
«proyecto ambiental», menor es su participación en el total de proyectos incluidos en el
SNIP. Esta reducida participación podría estar explicada porque los gobiernos regionales y
locales tienen otras prioridades que atender con los proyectos de inversión pública, o quizá
esta menor participación se relaciona con problemas metodológicos y de mayores costos,
lo que genera que se formulen y evalúen menos proyectos ambientales, en términos pro-
porcionales.
Condiciones de pobreza y priorización de proyectos ambientales
La importancia de la consideración del tema ambiental en la planificación que realizan los
gobiernos subnacionales podría depender de las necesidades que los gobiernos deban en-
frentar, dadas las carencias o el nivel de desarrollo de la población correspondiente. Así, ante
mayores carencias que cubrir, es de esperarse que se tenga un menor número de proyectos de
carácter ambiental, en comparación con aquellos casos en los que las carencias son meno-
res. Para analizar esta situación de manera cuantitativa, se relacionó un indicador de nece-
sidades de la población (el Índice de Desarrollo Humano regional 2005 –el cual considera la
esperanza de vida al nacer, el analfabetismo y el PBI per cápita–) y el número de proyectos
denominados «ambientales puros» (o PAP) presentados entre agosto del 200145 y el 10 de
abril de 2008.
Se obtuvo que, en general, las regiones con menor índice de desarrollo humano (IDH)
cuentan con el mayor número de proyectos ambientales presentados. Así, las ocho regio-
nes en peor situación46 (menor IDH) tienen 45,8% del total de proyectos presentados,
mientras que las ocho regiones en mejor situación47 (mayor IDH) tienen solo 16,8% de los
proyectos. Una mención aparte merece la región San Martín, que si bien no se encuentra
en ninguno de los dos casos antes señalados, es la región con mayor número de proyectos
ambientales presentados (64).
Al encontrar evidencia sobre un vínculo entre las regiones con menores niveles de desarro-
llo y un mayor número de proyectos presentados, surge el cuestionamiento de si también
existen diferencias regionales en el monto de inversión de dichos proyectos. En este caso,
el análisis gráfico muestra una relación incierta. Este resultado poco concluyente podría
haberse generado por no haber considerado la existencia de diferencias asociadas a las
45. Fecha de creación del primer proyecto ambiental puro.
46. Huancavelica, Apurímac, Ayacucho, Huánuco, Cusco, Cajamarca, Puno y Amazonas.
47. Lima, Tacna, Ica, Arequipa, Moquegua, Lambayeque, Tumbes y La Libertad.
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48. En particular los proyectos de descontaminación suelen ser considerablemente más costosos, como, por
ejemplo, el proyecto presentado para descontaminar la cuenca del Vilcanota Kausariy Willkamayu – Etapa I
en el Cusco, con un monto de S/. 853 millones.
49. Si no se considerara el valor extremo del proyecto de descontaminación de la cuenca en el Cusco (de
S/. 853 millones) el grupo de regiones con menor IDH obtendría un promedio de S/. 103,2.
Gráfico 8
Número de PIP ambientales puros presentados, según IDH1/ y región2/
1/ El IDH es un indicador que va de 0 a 1, donde valores más cercanos a 1 indican un mejor estado o nivel
de desarrollo.
2/ Solo se dieron cinco casos en los que el proyecto pertenecía hasta a tres regiones, y un caso en el que el
proyecto era de alcance nacional. La última situación no fue considerada en el análisis, y en el caso de
la primera solo se consideró una región.
Fuentes: Censo 2007, Informe sobre desarrollo humano 2007-2008, Banco de Proyectos – DGPM.
características de los proyectos ambientales, lo cual condicionaría los montos de inversión
requeridos. Así, algunas de estas características podrían ser: el tipo de proyecto48, la enver-
gadura del mismo, el horizonte temporal de su desarrollo, entre otras. A pesar de que el
análisis gráfico no brinda evidencia sobre diferencias regionales en los montos de inver-
sión, al comparar el monto de inversión per cápita de las ocho regiones con mayor IDH y
las ocho con menor IDH, se obtuvo que estas últimas tienen un monto de inversión per
cápita promedio de S/. 194,3, que supera considerablemente a lo obtenido para las ocho
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De esta manera, los resultados muestran –aunque no son determinantes– que las regiones con
menor desarrollo (visto mediante el IDH) son las que presentan una mayor preocupación por la
conservación del ambiente (visto a partir del número de proyectos ambientales puros presenta-
dos al SNIP), lo que contradice la hipótesis de la Curva de Kuznets Ambiental (EKC) aplicada a
la relación proyectos de inversión pública ambientales y condiciones de pobreza. Este hallazgo
(aunque requiere ser corroborado con herramientas cuantitativas más avanzadas) podría estar
indicando que existe un escenario favorable para promover la conservación ambiental desde la
esfera del gobierno local o regional. Los motivos de fondo pueden ser diversos; por ejemplo, es
posible que las regiones con menor desarrollo hayan sido más afectadas por la degradación del
ambiente y los gobiernos subnacionales estén buscando revertir tal situación. Sin embargo, se
requiere un estudio más profundo de los factores que explican la relación hallada.
Dificultades metodológicas para la evaluación
Dadas las dificultades de valoración económica de los beneficios y costos que pueden pre-
sentarse en los proyectos ambientales, es válida la pregunta sobre los aspectos metodológicos
que se están utilizando en la evaluación de este tipo de proyectos. Al respecto, para realizar
un breve análisis de la metodología utilizada, se tomó como referencia el grupo de proyectos
Gráfico 9
Monto de inversión del PIP per cápita según IDH1/ y región2/
1/ El IDH es un indicador que va de 0 a 1, donde valores más cercanos a 1 indican un mejor estado o nivel
de desarrollo.
2/ Solo se dieron cinco casos en los que el proyecto pertenecía hasta a tres regiones, y un caso en el que el
proyecto era de alcance nacional. La última situación no fue considerada en el análisis, y en el caso de
la primera solo se consideró una región.




















































50. Una tarea pendiente es la construcción de una base de datos con información sobre la metodología
utilizada para la evaluación de los 66.075 proyectos que formaban el SNIP, ya que ello permitiría
realizar un análisis más detallado sobre esta variable.
51. Los problemas de valoración de los beneficios y costos ambientales se traducen en una discusión aca-
démica y aplicada de largo espectro (Hanley 1999; Boardman et al. 2006, entre otros). En el caso
particular de los PIP, se debe mencionar que dentro de los aspectos metodológicos del SNIP, no existe
una guía especializada en la formulación y evaluación de proyectos ambientales, pese a que en otros
sectores como salud, educación y electrificación, sí existe.
ambientales según la definición más restringida, es decir, los PAP50. Como se mencionó en la
metodología, la información sobre el método de evaluación empleado y el número de alter-
nativas se obtuvo directamente de la ficha de cada proyecto que está en el BPS.
El primer resultado obtenido es que la mayor parte de estos proyectos (60,7%) se evalúan
utilizando el análisis costo – efectividad (ACE), lo cual probablemente esté relacionado a
las dificultades que existen para valorizar los beneficios que proveen los bienes y servicios
ambientales51. Sin embargo, dado que no existen líneas de corte ni parámetros de compa-
ración para los proyectos ambientales, es necesario cuestionarse de qué manera se está
evaluando la viabilidad de los proyectos que solo tienen una alternativa y cuyos beneficios
no son monetizables (es decir, aquellos que utilizan el ACE).
No obstante lo anterior, dado que un número importante de proyectos ambientales está siendo
evaluado con el análisis costo – beneficio (ACB), y considerando los problemas metodológicos
existentes para la valorización de los beneficios y costos ambientales, ello podría explicar
la alta tasa de proyectos en observación (12,61%) y sin evaluación (21,26%) presentados.
Cuadro 11
Metodología de evaluación de PIP ambientales puros























% del total de PAPMétodo y número de alternativas Número de PIP
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Un segundo resultado de importancia es el número de alternativas empleado en cada
método. Llama la atención el hecho de que exista un alto número de proyectos PAP (102)
en los que se emplea una única alternativa para realizar el análisis costo – efectividad.
Este número representa 30,27% del total de proyectos que emplean este método bajo la
definición seleccionada. Un número mucho menor se halló para el caso de la evaluación
con análisis costo – beneficio (9, lo que equivale a 4,13% del total de PAP que emplean
este método). Esto podría estar corroborando la idea de que las dificultades metodológicas
están afectando la calidad de la evaluación que se realiza para estos proyectos, y ello
también podría justificar la menor tasa de declaración de viabilidad y de aprobación de
este tipo de proyectos.
Costos elevados asociados a los proyectos ambientales
En la misma línea de los resultados anteriores, vale la pena preguntarse qué tan costosos
son los proyectos ambientales en relación con los otros proyectos del SNIP, ya que mayores
costos también estarían restringiendo las posibilidades de que estos proyectos sean una
parte importante de la planificación de inversiones de los gobiernos regionales y locales. Al
realizar un análisis descriptivo de la variable «monto de inversión» del PIP, resulta claro que
sí existen diferencias entre la variable de inversión propuesta en los proyectos ambientales
según la definición que se utilice. En la Def. 1: PAP, el promedio del monto de inversión es
cercano a S/. 3,5 millones, lo cual más que duplica los S/. 1,4 millones de la Def. 2: PAP
ampliado, y supera ampliamente los S/. 1,9 millones de la Def. 3: PAP y metas ODM, así
como de la definición más amplia o Def. 4: PAP ampliado y metas ODM, con S/. 1,7 millo-
nes. Asimismo, los proyectos ambientales tienen en promedio un monto equivalente a más
del doble de lo obtenido para el total de proyectos del SNIP (S/. 1,6 millones).
El valor máximo (S/. 2.365.9 millones) es obtenido por un proyecto que se encuentra fuera
de la definición ambiental más restrictiva, pese a lo cual la mayor dispersión la presentan
los PAP. Al emplear un indicador menos afectado por la alta dispersión, los proyectos de la
primera definición siguen siendo los que presentan los mayores montos de inversión. Así,
la mediana de estos asciende a S/. 971.969, mientras que en los demás proyectos (inclu-
yendo el total del SNIP), la mediana asciende como máximo a S/. 224.779, como es el caso




Estadísticos descriptivos del monto de inversión de proyectos
Def. 1: proyecto ambiental puro (PAP) 555 3.490.855 971.969 36.258.670
Def. 2: PAP ampliado 1.849 1.406.274 194.300 19.949.678
Def. 3: PAP y metas ODM 10.147 1.870.359 219.233 19.892.913
Def. 4: PAP ampliado y metas ODM 11.441 1.716.748 203.172 18.747.664
Total proyectos del SNIP 66.063 1.626.414 224.779 19.172.198
1/ Para elaborar las estadísticas descriptivas no se consideraron las dos observaciones con los montos de
inversión más altos (valores extremos).
Fuente: Banco de Proyectos – DGPM.
Elaboración: propia.









Tipos de proyecto por monto de inversión (en porcentaje y miles de soles)
Un análisis más desagregado de los montos de inversión dan cuenta de lo dicho anterior-
mente mediante estadísticos descriptivos; y es que se tiene que más de 25% de los PAP
tienen un monto mayor a S/. 2.500.000. En el caso de los demás tipos de proyecto (las tres
definiciones de proyectos ambientales restantes y el total del SNIP), menos de 10% de los
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Como se observa, cuando se analiza el monto promedio de los proyectos de inversión, se
comprueba que los proyectos ambientales son relativamente más costosos, ya que en las
categorías que superan el millón de soles, los PAP son los que tienen una mayor presencia.
En definitiva, aspectos como las condiciones de pobreza, las dificultades de aplicación de
las metodologías de evaluación y los mayores costos, podrían estar justificando la menor
presencia de proyectos ambientales, considerando la definición más restrictiva, en el total
de proyectos del SNIP.
4. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES
En este estudio se planteó analizar, con información del Banco de Proyectos del SNIP, la
importancia del tema ambiental en la planificación de los gobiernos subnacionales, a través
de la presentación de proyectos de inversión pública, y se buscó identificar algunos factores
que podrían estar limitando a los gobiernos regionales en el logro de dicho objetivo. Para ello,
el principal esfuerzo de este estudio constituyó la identificación de los proyectos ambienta-
les, mediante la definición de cuatro categorías posibles, desde una más estricta (proyectos
ambientales puros) hasta una más amplia, con un mayor enfoque social.
Los proyectos ambientales puros –aquellos que buscan contribuir a la sostenibilidad am-
biental, y que en muchos casos deben ser implementados por los gobiernos locales y regio-
nales– son pocos dentro del total de proyectos que conforman el Sistema Nacional de
Inversión Pública: 0,84%. Esta participación se puede incrementar hasta 17,3% depen-
diendo de la definición de proyecto ambiental que se utilice.
La presencia de los proyectos ambientales se ha incrementado en los últimos años en el
SNIP, con tasas de crecimiento muy superiores a las de otros tipos de proyectos. Esto
podría deberse no solo a las necesidades de cumplimiento de la normativa en los ámbitos
de gobiernos locales y regionales, sino también a la importancia que viene cobrando el
tema ambiental en el ámbito nacional (por ejemplo, para el cumplimiento de los ODM,
dentro de los cuales se incluye un componente de conservación ambiental). Asimismo, se
observa que los proyectos ambientales se convierten en un tema importante para los go-
biernos regionales y locales, en la medida en que en la definición de proyecto ambiental se
va incorporando un mayor componente social.
De otro lado, los gobiernos regionales son los que más han propuesto la ejecución de proyec-
tos con un componente importante para la conservación y mejoramiento de la calidad am-
biental (definición estricta de «proyecto ambiental»), mientras que los proyectos de los go-
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biernos locales están más dirigidos a satisfacer necesidades sociales, que pueden ser consi-
deradas también como mejora en las condiciones ambientales, como los proyectos de par-
ques y jardines, la provisión de servicios de saneamiento y el manejo de residuos sólidos.
En cuanto a los factores que podrían estar limitando el bajo nivel de priorización de los
proyectos ambientales, se encontró que no existe evidencia de que la necesidad de priorizar
otros problemas sociales limite la inversión en conservación ambiental; sin embargo, sí se
halló evidencia para respaldar que existen dificultades metodológicas asociadas tanto a la
formulación como a la evaluación de los proyectos ambientales, y también un mayor costo
de inversión promedio asociado a este tipo de proyectos.
De manera específica, se halló que los problemas asociados a las dificultades metodológicas
son mayores cuanto más estricto es el concepto de proyecto ambiental. Así, en el caso de
los PAP, 59,1% de los proyectos fueron declarados viables, mientras que en el caso de la
definición más amplia esta tasa ascendió a 84,6%, resultados que son estadísticamente
significativos. Es decir, los proyectos ambientales que en sentido estricto pueden contri-
buir a conservar y/o mejorar la calidad ambiental y, por ende, contribuir al desarrollo
sostenible, son más difíciles de aprobar en el SNIP que los otros proyectos. Esta situación
estaría indicando que se requiere desarrollar procesos metodológicos específicos para este
tipo de proyectos, así como mejorar las capacidades de formulación y evaluación de pro-
yectos que tienen los gobiernos regionales y locales, con el propósito de contribuir al
cumplimiento de sus responsabilidades ambientales.
El estudio realizado concluye no solo que los proyectos ambientales más estrictos en su
definición son los menos priorizados por los gobiernos regionales y locales, sino que
algunos factores que podrían explicar esta diferencia tienen que ver con lo costoso que
es un proyecto ambiental de este tipo y las dificultades metodológicas que presenta. Sin
embargo, estos resultados deberían ser corroborados con instrumentos cuantitativos de
mayor complejidad y considerando diferentes definiciones de «proyecto ambiental».
La ausencia de investigaciones que relacionen la inversión pública y el tema ambiental son
también un punto importante por considerar para futuros estudios. Esta investigación
constituye un primer paso en esa dirección. Algunas de estas futuras investigaciones de-
berían abordar una explicación más profunda de los diversos hallazgos preliminares que se
han brindado en este estudio, entre ellos: la relación de inversión ambiental y pobreza, las
limitaciones metodológicas, las capacidades en la formulación y evaluación de proyectos
de quienes tienen esta responsabilidad, entre otros.
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Ley 27293. Ley que crea el Sistema Nacional de Inversión Pública.
Ley 27783. Ley de Bases de la Descentralización.
Ley 27867. Ley Orgánica de Gobiernos Regionales.
Ley 27972. Ley Orgánica de Municipalidades.
Ley 28245. Ley Marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental (SNGA).
Ley 28522. Ley del Sistema Nacional de Planeamiento Estratégico y del Centro Nacional de
Planeamiento Estratégico (Ceplan).
Ley 28611. Ley General del Ambiente.
Ley 28802. Ley que modifica el Sistema Nacional de Inversión Pública.
D.L. 913. Ley que sustituye los artículos 39° y 57° del texto único ordenado de la Ley General de
Minería, aprobado por Decreto Supremo 014-92-EM.
D.L. 1005. Decreto Legislativo que autoriza al Ministerio de Economía y Finanzas a delegar sus atribu-
ciones de evaluación y declaración de viabilidad de los proyectos a financiarse con operaciones de
endeudamiento u otra que conlleve el aval o garantía del Estado.
D.L. 1013. Decreto Legislativo que Aprueba la Ley de Creación, Organización y Funciones del Ministe-
rio del Ambiente.
D.S. 102-2007-EF. Aprueban el nuevo Reglamento del Sistema Nacional de Inversión Pública.
R. D. 009-2007-EF/68.01. Aprueba Directiva General del Sistema Nacional de Inversión Pública.
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Referencias electrónicas
Banco de Proyectos del Sistema Nacional de Inversión Pública
http://www.mef.gob.pe/DGPM/snipnet.php
Dirección General de Programación Multianual
http://www.mef.gob.pe/DGPM/snipnet.php
Instituto de Estudios Peruanos
http://www.iep.org.pe
Instituto Nacional de Estadística e Informática
http://www.inei.gob.pe
Intergovernmental Panel on Climate Change, The IPCC
http://www.ipcc.ch
Ministerio de Economía y Finanzas
http://www.mef.gob.pe
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
http://www.pnud.org.pe








Funciones ambientales de los gobiernos regionales
«Artículo 53.- Funciones en materia ambiental y de ordenamiento territorial
a) Formular, aprobar, ejecutar, evaluar, dirigir, controlar y administrar los planes y políti-
cas en materia ambiental y de ordenamiento territorial, en concordancia con los pla-
nes de los Gobiernos Locales.
b) Implementar el sistema regional de gestión ambiental, en coordinación con las comi-
siones ambientales regionales. CONCORDANCIAS: D.S. N° 008-2005-PCM, Art. 40.
c) Formular, coordinar, conducir y supervisar la aplicación de las estrategias regionales
respecto a la diversidad biológica y sobre cambio climático, dentro del marco de las
estrategias nacionales respectivas.
d) Proponer la creación de las áreas de conservación regional y local en el marco del
Sistema Nacional de Áreas Protegidas.
e) Promover la educación e investigación ambiental en la región e incentivar la partici-
pación ciudadana en todos los niveles.
f) Planificar y desarrollar acciones de ordenamiento y delimitación en el ámbito del te-
rritorio regional y organizar, evaluar y tramitar los expedientes técnicos de demarca-
ción territorial, en armonía con las políticas y normas de la materia.
g) Participar en el diseño de los proyectos de conformación de macrorregiones.
h) Controlar y supervisar el cumplimiento de las normas, contratos, proyectos y estudios
en materia ambiental y sobre uso racional de los recursos naturales, en su respectiva
jurisdicción. Imponer sanciones ante la infracción de normas ambientales regionales.
i) Formular planes, desarrollar e implementar programas para la venta de servicios am-
bientales en regiones con bosques naturales o áreas protegidas.
j) Administrar, en coordinación con los Gobiernos Locales, las áreas naturales protegidas
comprendidas dentro de su jurisdicción, así como los territorios insulares. (*) Inciso
modificado por el Artículo 9 de la Ley N° 27902, publicado el 01-01-2003, cuyo texto
es el siguiente: ‘j) Preservar y administrar, en coordinación con los Gobiernos Locales,
las reservas y áreas naturales protegidas regionales que están comprendidas íntegra-
mente dentro de su jurisdicción, así como los territorios insulares, conforme a Ley’.
CONCORDANCIAS: D.S. N° 008-2005-PCM, Art. 38 D.S. Nº 021-2006-PCM, Literal A (Trans-
ferencias de Funciones Especificas a los Gobiernos Regionales, Sujetas al Sistema de Acre-
ditación del año 2006-CONAM - DNTDT).
D.S. N° 036-2007-PCM (Aprueban el ‘Plan Anual de Transferencia de Competencias Secto-
riales a los Gobiernos Regionales y Locales del año 2007’) y CONAM h)».
Fuente: Ley 27867. Ley Orgánica de Gobiernos Regionales.
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Anexo 2
Funciones ambientales de los gobiernos locales
«ARTÍCULO 73°.- MATERIAS DE COMPETENCIA MUNICIPAL
1. Organización del espacio físico - Uso del suelo
1.1. Zonificación.
1.2. Catastro urbano y rural.
1.3. Habilitación urbana.
1.4. Saneamiento físico legal de asentamientos humanos.
1.5. Acondicionamiento territorial.
1.6. Renovación urbana.
1.7. Infraestructura urbana o rural básica.
1.8. Vialidad.
1.9. Patrimonio histórico, cultural y paisajístico.
2. Servicios públicos locales
2.1. Saneamiento ambiental, salubridad y salud.
2.2. Tránsito, circulación y transporte público.
2.3. Educación, cultura, deporte y recreación.
2.4. Programas sociales, defensa y promoción de derechos ciudadanos.
2.5. Seguridad ciudadana.
2.6. Abastecimiento y comercialización de productos y servicios.
2.7. Registros Civiles, en mérito a convenio suscrito con el Registro Nacional de
Identificación y Estado Civil, conforme a ley.
2.8. Promoción del desarrollo económico local para la generación de empleo.
2.9. Establecimiento, conservación y administración de parques zonales, parques
zoológicos, jardines botánicos, bosques naturales, directamente o a través de
concesiones.
2.10. Otros servicios públicos no reservados a entidades de carácter regional o
nacional.
3. Protección y conservación del ambiente
3.1. Formular, aprobar, ejecutar y monitorear los planes y políticas locales en
materia ambiental, en concordancia con las políticas, normas y planes
regionales, sectoriales y nacionales.
3.2. Proponer la creación de áreas de conservación ambiental.
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3.3. Promover la educación e investigación ambiental en su localidad e incentivar la
participación ciudadana en todos sus niveles.
3.4. Participar y apoyar a las comisiones ambientales regionales en el cumplimiento
de sus funciones.
3.5. Coordinar con los diversos niveles de gobierno nacional, sectorial y regional, la
correcta aplicación local de los instrumentos de planeamiento y de gestión am-
biental, en el marco del sistema nacional y regional de gestión ambiental».
Fuente: Ley 27972. Ley Orgánica de Municipalidades.
